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ASUNTO: Procedimientos Administrativos Sancionatorios Fiscales - caducidad facultad sancionatoria de la CGR.

1. ANTECEDENTE 

Mediante oficio, radicado con el No. 2012IE21043 del 9 de abril de 2012, se consulta a la Oficina Jurídica si el auto de apertura en los procedimientos administrativos sancionatorios da lugar a interrumpir el término de caducidad para imponer la sanción administrativa señalado en el artículo 38 del Código Contencioso Administrativo.
De igual manera, en relación con dicho término, se pregunta si ha de entenderse que es para tramitar todo el proceso hasta que se resuelvan los recursos interpuestos o es el tiempo con que cuenta la administración para iniciar el proceso administrativo correspondiente. 
2. NORMATIVIDAD APLICABLE 
Código Contencioso Administrativo, Artículo 38. 
Resolución Orgánica N° 5554 de 11 de marzo de 2004, Artículo 15°.
3. CONSIDERACIONES JURIDICAS
En general, la potestad sancionadora del Estado tiene un límite en el tiempo por expresa disposición Legal. 
El legislador quiso no dejar la facultad sancionatoria de las autoridades administrativas abierta de forma indefinida, por ello la limitó en el tiempo con el señalamiento de un plazo de caducidad para el ejercicio del “ius puniendi” (o del poder sancionador del Estado), lo cual constituye, como ha dicho la jurisprudencia, “una garantía para la efectividad de los principios constitucionales de seguridad jurídica y prevalencia del interés general, además de cumplir con el cometido de evitar la paralización del proceso administrativo y, por ende, garantizar la eficiencia de la administración”
En el diccionario de la Lengua Española la caducidad se define como: “Extinción de una facultad o de una acción por el mero transcurso de un plazo configurado por la ley como carga para el ejercicio de aquellas”. 
La doctrina señala que es la pérdida de una potestad o acción por falta de actividad del titular de la misma dentro del término fijado por la ley. La Honorable Corte Constitucional la define como una institución jurídica que limita en el tiempo el ejercicio de una acción2, es la extinción del derecho a la acción. 
Se trata de un fenómeno procesal de naturaleza objetiva que opera ipso iure, es decir, por mandato de la ley, y ocurre tan pronto transcurre el término fatal fijado por el legislador para el efecto. Dicha institución jurídico procesal se inspira en razones de orden público y por ello el plazo que la norma indique como término de caducidad no se suspende ni interrumpe salvo que el mismo Legislador de manera expresa señale situaciones que den lugar a que esto acontezca lo cual no se observa en las disposiciones especiales por las cuales se surte el Procedimiento Administrativo Sancionatorio en la Contraloría General de la República, donde no existe norma que faculte interrumpir, suspender o prorrogar el término con que cuenta la entidad para ejercer la potestad sancionadora, como tampoco existen en las normas generales de los procedimientos administrativos contenidas en el Código Contencioso Administrativo, circunstancias que interrumpan la caducidad de la facultad sancionadora del Estado. 
En efecto, la regla general de caducidad de la potestad sancionatoria del Estado se encuentra en el artículo 38 del Código Contencioso Administrativo que señala: 
“Art. 38.- Caducidad respecto de las sanciones. Salvo disposición especial en contrario, la facultad que tienen las autoridades administrativas para imponer sanciones caduca a los tres (3) años de producido el acto que pueda ocasionarlas”.
Al interior de la Contraloría General de la República el Procedimiento Administrativo Sancionatorio se encuentra reglamentado en la Resolución Orgánica N° 5554 de 11 de marzo de 2004 que sobre la caducidad de la facultad que tiene la entidad para sancionar indica:
“ARTÍCULO 15°. CADUCIDAD RESPECTO DE LAS SANCIONES. De conformidad con el Artículo 38 del Código Contencioso Administrativo, la facultad que tiene la Contraloría General de la República para imponer sanciones caduca a los tres (3) años de producido el acto que pudo ocasionarlas. Por lo anterior, si una vez transcurrido este plazo, no se ha proferido decisión en firme, según las reglas del Artículo 62 del citado código, el funcionario que conozca del respectivo procedimiento administrativo sancionatorio, perderá competencia para continuar adelantando el mismo”. 
Así las cosas, si dentro de los tres (3) años de ocasionado el hecho que da lugar a imponer la sanción no ha concluido la actuación administrativa sancionatoria, la entidad pierde competencia para sancionar. 

Ahora bien, aunque la norma especial en su segunda parte añade que dentro del lapso señalado debe proferirse decisión en firme conforme a las reglas del artículo 62 del C.C.A3, por vía jurisprudencial el H. Consejo de Estado unificó la posición frente al cómputo del término de caducidad de la potestad sancionatoria de las autoridades administrativas.
Si bien es cierto eran diversas las tesis aplicadas en su momento por el H. Consejo de Estado y variados los criterios y posiciones jurisprudenciales (dependiendo de la sección) en cuanto a la forma de contabilizar el término de caducidad de la potestad sancionatoria de la administración, las tres posiciones existentes en la Corporación fueron recogidas por la sentencia del 29 de septiembre de 2009, proferida por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, donde se unifican los criterios de las Secciones concernientes a la caducidad de la sanción. 
La Sala Plena del H. Consejo de Estado en Sentencia de fecha 29 de septiembre de 2009, Consejera Ponente: Susana Buitrago Valencia, con radicación Nº 110010315000200300442 01, actor: Álvaro Hernán Velandia Hurtado, en relación con un asunto disciplinario dispuso lo siguiente:
“En su misión de unificar jurisprudencia, la Sala adopta la tesis según la cual entratándose de régimen sancionatorio disciplinario, la sanción se impone de manera oportuna si dentro del término asignado para ejercer esta potestad, se expide y se notifica el acto que concluye la actuación administrativa sancionatoria, que es el acto principal o primigenio y no el que resuelve los recursos de la vía gubernativa”. (Negrilla fuera de texto) 
Esta posición es la adoptada en Sentencia de la Sección Primera del H. Consejo de Estado con fecha 26 de noviembre 2009, Consejero Ponente: Rafael Ostau de Lafont Pianeta, con radicación Nº 25000-23-24-000-2004-00339-01, actor: URRA S.A. E.S.P., donde señala: 
“Por consiguiente, el término de caducidad que se ha de aplicar por no existir norma especial en la referida ley, es el artículo 38 del C.C.A., según el cual la facultad que tienen las autoridades administrativas para imponer sanciones caduca a los tres (3) años de producido el acto que pueda ocasionarlas.
El alcance de esa disposición fue precisado por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de esta Corporación, en reciente sentencia4 cuyo asunto se llevó a su conocimiento por la importancia jurídica del tema nacida de la necesidad de unificar la jurisprudencia sobre el mismo, por lo cual la posición jurisprudencial mayoritaria allí sentada, que aunque concerniente a un proceso disciplinario, se ha de aplicar para dilucidar el cargo bajo examen, pues sustancialmente se trata del ejercicio de una misma facultad, la de imponer sanción por las autoridades administrativas, no sin antes advertir que el Consejero ponente del sub lite salvó el voto en dicha sentencia. 
La posición jurisprudencial allí definida y que, como atrás se señala, acoge la Sala por su carácter unificador de los diferentes lineamientos que se habían dado entre las Secciones de la Corporación, consiste en que la sanción se impone cuando concluye la actuación administrativa al expedirse y notificarse el acto administrativo principal, es decir, el que pone fin a la actuación administrativa, decisión ésta que resuelve de fondo el proceso sancionatorio y define la conducta investigada como constitutiva de falta, porque en él se concreta la expresión de la voluntad de la administración; mientras que los actos que resuelven los recursos interpuestos en vía gubernativa contra el acto sancionatorio principal no pueden ser considerados como los que imponen la sanción porque corresponden a una etapa posterior cuyo propósito no es ya emitir el pronunciamiento que aquél incluye, sino permitir a la administración que ese pronunciamiento sea revisado a instancias del administrado. Así, la existencia de esta segunda etapa denominada "vía gubernativa" queda al arbitrio del administrado que es quien decide si ejercita o no los recursos que legalmente procedan contra el acto”. (Negrilla fuera de texto) 
La cual se mantiene en las sentencias del 9 de junio de 2011, Expediente núm. 2004-00986, Actor: Termoflores S.A. E.S.P., Consejero ponente doctor Marco Antonio Velilla Moreno, y del veintitrés (23) de febrero de dos mil doce (2012), Radicado número: 25000-23-24-000-2004-00344-01, Actor: TERMOTASAJERO S.A. E.S.P., Consejera ponente: MARIA ELIZABETH GARCIA GONZALEZ de la Sección Primera del H. Consejo de Estado. 

Corolario de lo anterior, para que el Órgano de Control (al igual que cualquier otra autoridad administrativa) no pierda la facultad de sancionar, dentro de los tres (3) años contados a partir de la ocurrencia del hecho que puede dar lugar a imponer una sanción debe producir el acto administrativo que define el procedimiento administrativo sancionatorio y notificarlo en debida forma, pues como lo sostuvo el H. Consejo de Estado, la actuación administrativa concluye con la expedición del acto administrativo sancionatorio y su correspondiente notificación, sin tener en cuenta, para tales efectos, las fechas de los recursos administrativos interpuestos ni la exigencia del agotamiento de la vía gubernativa5. 
4. CONCLUSIÓN
En los Procedimientos Administrativos Sancionatorios únicamente se impide la caducidad cuando dentro de los tres (3) años contados a partir de la ocurrencia del hecho que puede dar lugar a imponer la sanción se expide y notifica el acto que concluye la actuación administrativa sancionatoria. 

Para finalizar, le informamos que los conceptos expresados por esta dependencia con relación a éste y otros temas pueden ser consultados visitando el enlace “Normatividad - Conceptos” de nuestro portal institucional: http://www.contraloriagen.gov.co. 
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